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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE 
____SINCELE30

Sincelejo, veintisiete (27) de julio de dos mil dieciocho (2018)

Medio de Control: Reparación Directa
Radicado N°:
Accionante:
Demandado:

70-001-33-33-003-2018-00180-00 
Aníbal De Jesús Arango Monsalve y otros 
Nación - Ministerio de Defensa - Ejército 
Nacional - Policía Nacional - Unidad De 
Reparación Integral Para Las Victimas.

ASUNTO: Rechaza Demanda.

Las pretensiones indemnizatorias que se esgriman bajo el medio del control de 

reparación directa se regulan por lo dispuesto en el literal i), numeral 2 del 

artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, que a la letra dice:

"Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda 
deberá ser presentada:
(...)
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad:
(...)

i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá 
presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del 
día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del 
daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento 
del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la 
imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia.

Sin embargo, el término para formular la pretensión de reparación 
directa derivada del delito de desaparición forzada, se contará a partir 
de la fecha en que aparezca la víctima o en su defecto desde la 
ejecutoria del fallo definitivo adoptado en el proceso penal, sin 
perjuicio de que la demanda con tal pretensión pueda intentarse 
desde el momento en que ocurrieron los hechos que dieron lugar a la 
desaparición".

De donde se sigue, que la Ley 1437 de 20111 para efectos de contabilizar la 

caducidad en el medio de control de reparación directa, estableció dos 

momentos que marcan el plazo para el ejercicio indemnizatorio, a partir del (i) 

día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, y (ii) 

desde el día siguiente cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento 

del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de

1 El artículo 136 del C. C. A., señalaba como regla general que el término para interponerla 
empieza a correr a partir del mismo día del acaecimiento del hecho, omisión u operación 
administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble por causa de 
trabajos públicos, numeral 8 del artículo 136 del C.C.A.,
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haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia.

Elio es muestra clara de que el inicio del término puede o no coincidir con el 

momento mismo del hecho causante daño, dado que hay eventos en los cuales 

la manifestación no es inmediata, siendo entonces las particularidades tácticas 

del caso las que determinan o conlleven a establecer el supuesto de 

contabilización que establece la norma en cita.

Así pues, el término de caducidad está determinado por la producción del daño 

o por su conocimiento posterior (donde tendrá el demandante la carga de 

demostrar que estaba en imposibilidad de conocer el daño en la fecha de su 

ocurrencia), evento este último que no puede confundirse con el perjuicio que 

se refleja con posterioridad a la circunstancia táctica que lo causa.

Ahora bien, cuando quien figura como demandante pertenece al grupo 

poblacional de víctimas de desplazamiento y con ocasión de tal condición, 

puesto que la H. Corte Constitucional, al pronunciarse sobre la violación de los 

derechos fundamentales de este sector vulnerable dispuso necesario establecer 

un tratamiento especial en materia de acceso a la administración de justicia, en 

los siguiente términos:

"Ahora bien, teniendo en cuenta que por primera vez ia Corte 
Constitucionai, a través de una sentencia de unificación de su 
jurisprudencia, fija ei sentido y aicance dei artícuio 25 dei Decreto 2591 
de 1991, ia Saia Piena precisa que los términos de caducidad para 
población desplazada, en cuanto hace referencia a futuros procesos 
judiciales ante ia jurisdicción contencioso administrativa, sólo pueden 
computarse a partir de ia ejecutoria del presente fallo y no se han de 
tener en cuenta trascursos de tiempo anteriores, por tratarse, como antes 
se explicó, de sujetos de especia! protección constitucional, en atención a 
sus circunstancias de vulnerabilidad extrema y debilidad manifiesta. Lo 
anterior, en concordancia con lo dispuesto por ia sentencia C-099 de 
2013, que declaró exequibles los incisos 2 y 3 del artículo 132 de i a Ley 
1448 de 2011, en ei entendido que en ei caso de los daños causados por 
crímenes de lesa humanidad, como ei desplazamiento forzado, que sean 
atribuibles a agentes del Estado, no podrá entenderse que la 
indemnización administrativa se produce en ei marco de un contrato de 
transacción, podiendo descontarse de la reparación que se reconozca por 
vía judicial a cargo del Estado, los valores pagados por concepto de 
reparación administrativa. "2

En lo que comporta a la notificación y ejecutoria de la sentencia SU-254 de 

2013, la misma Corporación señaló en Auto No. 182 del 13 de junio de 2014 lo 

siguiente:

2 Corte Constitucional, Sentencia SU 254 del 24 de abril de 2013, Exp. No. T-2 406 014 y 
acumulados, M.P. Dr. Luís Ernesto Vargas Silva.
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"16. En consecuencia, la Secretaría General de la Corte Constitucional, 
mediante publicación en el diario "EL TIEMPO", el 19 de mayo de 2013 
notificó ia sentencia SU-254 de 2013, reproduciendo en su integridad la 
parte resolutiva de la misma.

17. Aunado a lo anterior, resulta necesario precisar que, aún y cuando no 
existe norma expresa que señale el término de la ejecutoria de las 
sentencias dictadas por la Corte Constitucional, de conformidad con el 
artículo cuarto de! citado Decreto 306 de 1992, resulta aplicable lo 
dispuesto en el artículo 331 de la norma procesal civil, cuyo tenor literal 
reza:

"ARTÍCULO 331. Modificado por el art. 34, Ley 794 de 2003 
Ejecutoria. Las providencias quedan ejecutoriadas y son firmes tres 
días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han 
vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren 
procedentes, o cuando queda ejecutoriada ia providencia que 
resuelva los interpuestos. No obstante, en caso de que se pida 
aclaración o complementación de una providencia, su firmeza sólo se 
producirá una vez ejecutoriada ia que la resuelva.

Las sentencias sujetas a consulta no quedarán firmes sino luego de 
surtida ésta".

18. En el presente caso, y sin perjuicio de las labores adelantadas por los 
jueces de primera instancia en virtud del artículo 36 de! Decreto 2591 de 
1991, se puede concluir, de una parte, que la fecha de notificación del 
referido fallo de unificación se remonta al pasado 19 de mayo de 2013 y de 
otra, que dicha sentencia se encuentra plenamente ejecutoriada."

Conforme lo anterior, como quiera que ja decisión fue notificada el 19 de mayo 

de 2013, y en atención a lo señalado en el artículo 331 del C. de P.C3., dicha 

providencia quedó ejecutoriada a partir del día 23 de mayo de 2013, luego 

para el grupo poblacional de las víctimas de desplazamiento el término de 

caducidad dentro de los procesos judiciales iniciados en esta jurisdicción, se 

contabilizan desde tal fecha.

Estudiada la demanda, se observa que los hechos que la soportan ocurrieron ei 

día dieciséis (16) de enero del año 1999, en el corregimiento Palo Alto del 

municipio de San Onofre (Sucre), como lo afirma el actor en su libelo.

Asimismo, se advierte que, si tomamos el cómputo excepcional, como lo 

establece la sentencia citada ut supra de ia H. Corte Constitucional, se tiene 

que ia soiicitud de conciliación extrajudicial solo fue presentada hasta el día 3 

de noviembre de 2017 (folios 21-14), fecha que no tiene efecto frente a io 

dispuesto en ia Sentencia SU 254 de 2013, pues ei término de caducidad debe 

contabilizarse desde el día 23 de mayo de 2013, el que venció ei día 23 de 

mayo de 2015.

1 Vigente para la época.
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Luego entonces, para le fecha en que se radicó la solicitud de conciliación 

prejudiciai y aún más para la fecha de presentación de la demanda (4 de junio 

de 2018, la parte actora se encontraba claramente por fuera del término 

señalado en la sentencia de unificación SU-254 de 2013.

La Corte Constitucional en sentencia C- 781 de 1999 M.P. Carlos Gaviria Díaz y 

la C-115 de 1998 M.P. Hernando Herrera Vergara4, ha sostenido que:

"La caducidad es la extinción del derecho a la acción por cualquier causa, 
como el transcurso del tiempo, de manera que si el actor deja transcurrir los 
plazos fijados por la ley en forma objetiva, sin presentar la demanda, el 
mencionado derecho fenece inexorablemente, sin que pueda alegarse 
excusa alguna para revivirlos. Dichos plazos constituyen una garantía para la 
seguridad jurídica y el interés general. Y es que la caducidad representa el 
límite dentro del cual el ciudadano debe reclamar del Estado determinado 
derecho; por ende, la actitud negligente de quien estuvo legitimado en la 
causa no puede ser objeto de protección, pues es un hecho cierto que quien, 
dentro de las oportunidades procesales fijadas por la ley ejerce sus 
derechos, no se verá expuesto a perderlos por la ocurrencia del fenómeno 
indicado."

De suerte entonces, que quien opte por no ejercitar su pretensión en tiempo, 

perderá la oportunidad para que su conflicto sea ventilado judicialmente, 

facultándose al Juez de lo Contencioso Administrativo, en aplicación de lo 

señalado en el numeral 2 del artículo 169 de |a ley 1437 de 2011, a rechazar 

de plano la demanda, cuando advierta en la revisión inicial de la demanda la 

configuración del supuesto temporal establecido por el legislador para el efecto 

o en su defecto a declararla en audiencia inicial cuando la misma se advierta 

de manera oficio o sea formulada como excepción en la contestación de la 

demanda, como se desprende de la lectura del numeral 6o de la ley 1437 de 

2011.

Preciso es señalar, que el artículo 103 de la Ley 1437 de 2011, dispone en 
su inciso final:

"Quien acuda ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, en 
cumplimiento del deber constitucional de colaboración para el buen 
funcionamiento de la administración de justicia, estará en la obligación de 
cumplir con las cargas procesales y probatorias previstas en este Código"

La Corte Constitucional ha señalado sobre los deberes y cargas procesales que 

"La jurisprudencia ha distinguido de manera clara entre deberes, obligaciones y 

cargas procesales, así: "Son deberes procesales aquellos Imperativos

establecidos por la ley en orden a la adecuada realización del proceso y que 

miran, unas veces al Juez, otras a las partes y aun a los terceros, y su

Que el despacho resalta y considera aplicables al caso concreto.



Medio de Control: Reparación Directa 
Radicado N°: 70-001-33-33-003-2017-00180-00

incumplimiento se sanciona en forma diferente según quien sea la persona 

llamada a su observancia y la clase de deber omitido; se caracterizan porque 

emanan, precisamente, de las normas procesales, que son de derecho público, 

y, por lo tanto, de imperativo cumplimiento. Las obligaciones procesales son, en 

cambio, aquellas prestaciones de contenido patrimonial impuestas a las partes 

con ocasión del proceso, como las surgidas de la condena en costas. En tanto 

las cargas procesales son aquellas situaciones instituidas por ia ley que 

comportan o demandan una conducta de realización facultativa, normalmente 

establecida en interés del propio sujeto y cuya omisión trae aparejadas para él 

consecuencias desfavorables, como la preclusión de una oportunidad o un 

derecho procesal e inclusive hasta la pérdida del derecho sustancial debatido en 

el proceso; las cargas procesales se caracterizan porque el sujeto a quien se las 

impone la ley conserva ia facultad de cumplirlas o no, sin que el Juez o persona 

alguna pueda compelerlo coercitivamente a ello, todo lo contrario de lo que 

sucede con las obligaciones; de no, tal omisión le puede acarrear consecuencias 

desfavorables'/s.

Dentro de esas cargas y deberes, el legislador al expedir ia Ley 1437 de 2011, 

en su artícuio 164, que reguia como antes se mencionó ei deber de presentar 

ia demanda dentro del término exigido en ia iey procesal para el ejercicio 

oportuno de la acción, teniendo claro que el incumplimiento del plazo para 

formular la demanda conlleva en el control de la misma, ei rechazo de ia 

demanda. En Sentencia C- 146 de 2015, ia Corte Constitucional expuso que el 

acceso a la administración de justicia no es un derecho ilimitado y absoiuto, 

porque:

"...En el mismo orden, la Corte ha señalado que el derecho al acceso a la 
administración de justicia no es ilimitado y absoluto, pues ia ley contempla 
ciertas restricciones legítimas en cuanto a las condiciones de modo, tiempo 
y lugar para impulsar las actuaciones judiciales o administrativas. En 
efecto, en la sentencia C-662 de 2004, esta Corporación citó a título de 
ejemplo, algunos de los límites que el legislador ha impuesto al acceso a la 
administración de justicia, como son los "límites temporales dentro de los 
cuales debe hacerse uso de las acciones judiciales, o los requisitos de 
procedibilldad para poner en movimiento ei aparato judicial, - como exigir 
ei agotamiento previo de la vía gubernativa -, o condiciones al acceso a la 
justicia, como la intervención mediante abogado o a la observancia de 
determinados requisitos de técnica jurídica".

El H. Consejo de Estado ha manifestado que los deberes, obligaciones y cargas 

procesales no pueden desconocerse so pretexto de la prevalencia del derecho 

sustancial, señalando que:

5 Sentencia C- 279 de 2013.
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"Dentro de los distintos trámites judiciales es factible que la ley asigne a las 
partes, al juez y aún a terceros ¡ntervinientes, imperativos jurídicos de 
conducta dentro del proceso de distinta naturaleza... La observancia 
oportuna de los deberes, cargas y obligaciones procesales, se contribuye con 
la realización de los principios de economía, oportunidad, lealtad, 
imparcialidad y celeridad procesales. Su desconocimiento en modc alguno 
puede excusarse pretextando la prevalencia del derecho sustancial o el 
deber de evitar el exceso de ritual manifiesto, habida cuenta de que 
constituyen la garantía que asegura el correcto desenvolvimiento del debido 
proceso, como estructura a partir de la cual se imparte justicia en el Estado 
sometido al Derecho"6

Por lo anterior, este Despacho rechazará de plano la demanda de conformidad 

a lo determinado por el artículo 169 del CPACA. En razón de lo expuesto se,

RESUELVE

PRIMERO: Rechazar demanda, por lo expuesto en la parte motiva de esta 

providencia, ejecutoriado el presente auto Archívese el proceso.

SEGUNDO: Devuélvase a los interesados los anexos de la demanda, sin 

necesidad de desglose.

TERCERO: Reconózcase al doctor José Alberto López Mazo, identificado con 

C.C. N° 71.972.489 expedida en Turbo Antioquia, y portador de la T.P. N° 

210.877 del C.S. de la J., como apoderado de la parte demandante, según 

poder conferido.

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE

CESAR ENRIQU^CÁRDENAS

6 Consejo de Estado, Sección Primera. Radicación número: 88001-23-33-000-2015-00027- 
Ol(AC). C. P. María Claudia Rojas L.


